
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES 

Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES EN MATERIA DE PARIDAD DE GÉNERO EN CANDIDATURAS A 

CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR, RECIBIDA DE DIPUTADAS DE MOVIMIENTO CIUDADANO, EN LA 

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 29 DE MAYO DE 2019 

Las que suscriben, diputadas federales Martha Maiella Gómez Maldonado, Fabiola Raquel 

Guadalupe Loya Hernández, Geraldina Isabel Herrera Vega, Adriana Gabriela Medina Ortiz, Carmen 

Julieta Macías Rábago y Ruth Salinas Reyes, todas integrantes del Grupo Parlamentario del 

Movimiento Ciudadano de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 

en uso de las facultades que confieren con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, 

y 78, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como en los artículos 116 y 122, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General, y 55, fracción 

II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 

someten a consideración de esta Comisión Permanente la presente iniciativa, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

“La igualdad de las mujeres debe ser un componente central en cualquier intento para resolver los 

problemas sociales, económicos y políticos” - Kofi Annan, ex secretario general de la 

Organización de las Naciones Unidas. 

La participación política en México de las mujeres, y como presupuesto la garantía de oportunidades 

adecuadas para acceder a tal sin obstáculo alguno constituye el objetivo número 5 de 17 de la Agenda 

para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas,1 mismos que se exponen a 

continuación: 

 



Simultáneamente, es reconocido por distintos mecanismos jurídicos de carácter internacional y 

obligatorios para el Estado Mexicano que la erradicación de la discriminación por motivo de género 

es un fundamento de todo Estado de Derecho,2 y que, en términos de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (CADH),3 en caso de no contar con las estrategias adecuadas para garantizar ese 

derecho a la no discriminación, aquel se compromete ante la comunidad internacional a ejecutar todas 

las actuaciones requeridas para alcanzar tal fin.4 

Atendiendo al cumplimiento de dicho objetivo del desarrollo sostenible, el 25 de julio de 2018 el 

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de la Organización de las Naciones 

Unidas (Comité) emitió a nuestro país distintas observaciones en materia de igualdad y no 

discriminación de la mujer, y concluyó en el marco del acceso de la mujer a cargos de elección 

popular, la existencia de lo siguiente:5 

a) Barreras estructurales que impiden el acceso de las mujeres a la vida política y pública 

b) Discriminación por razón de género en los partidos políticos que menoscaba, sobre todo, la 

participación en candidaturas de carácter estatal y municipal. 

Derivado de dichas conclusiones, el Estado mexicano se encuentra obligado, tal cual se demostró 

inicialmente, a implementar las acciones necesarias para combatir dichos obstáculos a la promoción 

de la no discriminación de la mujer en el ámbito político, esencialmente:6 

a) A definir e implementar políticas institucionales y condiciones necesarias que permitieran 

acelerar la participación efectiva de las mujeres en pie de igualdad en todos los planos de la vida 

pública y política del país. 

b) Adoptara medidas idóneas para combatir cualquier tipo de prácticas discriminatorias de los 

partidos políticos que desalientan a las mujeres a presentarse como candidatas en las elecciones 

federales, estatales o municipales. 

En adición, la fracción XXIX-U del artículo 73 de nuestra constitución política confiere 

exclusivamente al poder legislativo la facultad de regular, a través de leyes marco o generales, la 

distribución de competencias entre la federación y las entidades federativas en materias de partidos 

políticos; organismos electorales, y procesos electorales conforme a las bases constitucionales 

previstas, por lo cual la competencia de la Cámara de Diputados para conocer de esta iniciativa en 

dicha se acredita. 

La ley expedida al efecto se denomina Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

(LEGIPE) y regula, entre otros aspectos, los requisitos generales de las fórmulas de candidatos a 

cargos de elección popular. 

De un estudio integral de la legislación en cita, se advierte una problemática que, por mandato 

constitucional y en coincidencia con las preocupaciones del Comité en materia de acceso a la mujer 

a la vida política de México, amerita resolución prioritaria so pena de incurrir en incumplimiento de 

disposiciones de carácter internacional.7 

Esta problemática se resume a lo siguiente, sin perjuicio de su posterior explicación: 

1. La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LEGIPE) exige el respeto a la 

paridad de género en la postulación de candidatos a cargos de elección popular, sin embargo, de 



su interpretación literal se desprende que dicho principio únicamente rige respecto de diputados y 

senadores federales, no así de cargos de elección popular locales propios de los congresos, 

ayuntamientos y alcaldías, tratándose de diputados, regidores, síndicos y concejales. 

Sobre la citada: 

Artículo 1. 

1. La presente ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y para los 

ciudadanos que ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene por objeto establecer 

las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos electorales, distribuir 

competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, así como la relación 

entre el Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos Locales. 

(...) 

Artículo 2. 

1. Esta Ley reglamenta las normas constitucionales relativas a: 

a) Los derechos y obligaciones político-electorales de los ciudadanos; 

b) La función estatal de organizar las elecciones de los integrantes de los Poderes Legislativo y 

Ejecutivo de la Unión; 

e) Las reglas comunes a los procesos electorales federales y locales, y 

d) La integración de los organismos electorales. 

Es importante exponer que la LEGIPE prevé respecto el principio de paridad de género, lo siguiente: 

A.1. En cuanto a los cargos de elección popular de los ayuntamientos y alcaldías de las entidades 

federativas 

La única disposición prevista en la LEGIPE en cuanto a la conformación de los cargos referidos, es 

la siguiente: 

Título Tercero. De la elección de gobernadores, legislaturas locales y ayuntamientos, así 

como de jefe de gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos 

político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal 

(...) 

Artículo 26. 

1. Los poderes Ejecutivo y Legislativo de los estados de la República y del Distrito Federal, se 

integrarán y organizarán conforme lo determina la Constitución, las constituciones de cada estado, 

así como el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y las leyes respectivas. 



2. Los municipios serán gobernados por un ayuntamiento de elección popular directa, conformado 

por un Presidente Municipal y el número de integrantes que determine la Constitución y la ley de 

cada entidad, así como los órganos político-administrativos, según la legislación aplicable en el 

Distrito Federal. 

(...) 

Ningún otro artículo establece la incorporación del principio de paridad de género en la elección 

de representantes populares en el orden de gobierno municipal o de alcaldía, únicamente se realiza 

tal exigencia tratándose de pueblos y comunidades indígenas en cuanto a sus formas de gobierno, 

en los términos siguientes: 

Artículo 26 

(...) 

4. Los pueblos y comunidades indígenas en las entidades federativas elegirán, de acuerdo con sus 

principios, normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes 

para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando la participación de 

hombres y mujeres en condiciones de igualdad, guardando las normas establecidas en la 

Constitución, las constituciones locales y las leyes aplicables. 

Aunado a ello, no existe en el ordenamiento una norma genérica que establezca la obligación de 

observar la regla de paridad de género en la conformación de las candidaturas en mención a nivel 

administrativo u ejecutivo, sino aparente y únicamente de respecto del poder legislativo federal y 

local, particularidad sobre la cual nos pronunciaremos más adelante. 

Lo anterior permite concluir que existe una discriminación de iure en perjuicio de candidaturas a 

cargos de elección popular en cuanto a que no se exige observar respecto de algunas el principio de 

paridad de género en su conformación pero sí de otras, sin explicación alguna, y deriva tal de los 

razonamientos siguientes: 

En términos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando se alega discriminación debe 

proporcionarse un parámetro o término de comparación para demostrar un trato diferenciado 

injustificado equivalente a una ruptura de un tratamiento de igualdad entre situaciones análogas. 

En tal virtud, todos los candidatos a cargos de elección popular de cuerpos colegiados, 

independientemente si corresponden al poder legislativo o ejecutivo, guardan identidad en cuanto a 

su naturaleza y características, es decir, lo que importa conocer para efectos de determinar si existe o 

no discriminación es el mecanismo de elección, no las características propias del cargo ya ocupado. 

Luego entonces, la diferencia específica de estos candidatos respecto de otros a cargos, empleos o 

comisiones en la administración pública reside en que son electos democráticamente por medio del 

sufragio efectivo, universal, libre, discreto y secreto de la ciudadanía, y al guardar dicha identidad 

exacta es lógico concluir que debe regir absolutamente para todos la misma normatividad y principios 

procedimentales en materia electoral en respeto a un principio de igualdad que exige tratar igual a los 

iguales, salvo que exista una razón objetiva, justificada y suficiente para incorporar una diferencia de 

trato, misma que no ha sido advertida hasta la fecha por ninguna autoridad o sociedad. 



En palabras más sencillas, todos los candidatos a cargos de elección popular deben regirse por las 

mismas reglas, sin importar el orden del gobierno al que pertenecen, pues un presidente municipal, 

un diputado local o un senador deben ser electos por la misma vía del sufragio previsto 

constitucionalmente, sin distinción. Eso es lo que interesa. 

A manera de cofrontación entre candidatos a cargos de elección popular del poder legislativo y 

ejecutivo, se advierte que existe una diferencia ilegítima de trato en cuanto a que tratándose de la 

conformación de los candidatos del primero, la ley sí exige explícitamente que debe regirse dicho 

procedimiento por el principio de paridad de género, mientras que del segundo, a lo que interesa en 

cuerpos colegiados a nivel local, la leyes omisa y se excluyen sin razón aparente alguna. 

En tal virtud se cita jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que refuerza la 

argumentación vertida:8 

Derechos fundamentales a la igualdad y a la no discriminación. Metodología para el estudio de 

casos que involucren la posible existencia de un tratamiento normativo diferenciado. 

Las discusiones en torno a los derechos fundamentales a la igualdad y a la no discriminación suelen 

transitar por tres ejes: 1) la necesidad de adoptar ajustes razonables para lograr una igualdad 

sustantiva y no meramente formal entre las personas; 2) la adopción de medidas especiales o 

afirmativas, normalmente llamadas “acciones afirmativas”; y, 3) el análisis de actos y preceptos 

normativos que directa o indirectamente (por resultado), o de forma tácita, sean discriminatorios. 

En el tercer supuesto, cuando una persona alega discriminación en su contra, debe proporcionar un 

parámetro o término de comparación para demostrar, en primer lugar, un trato diferenciado, con 

lo que se busca evitar la existencia de normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de 

igualdad de hecho, produzcan como efecto de su aplicación: i) una ruptura de esa igualdad al 

generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas; o, ii) efectos semejantes sobre personas 

que se encuentran en situaciones dispares. Así, los casos de discriminación como consecuencia 

de un tratamiento normativo diferenciado exigen un análisis que se divide en dos etapas 

sucesivas y no simultáneas: la primera implica una revisión con base en la cual se determine 

si las situaciones a comparar en efecto pueden contrastarse o si, por el contrario, revisten 

divergencias importantes que impidan una confrontación entre ambas por no entrañar 

realmente un tratamiento diferenciado; y una segunda, en la cual se estudie si las distinciones 

de trato son admisibles o legítimas, lo cual exige que su justificación sea objetiva y razonable, 

utilizando, según proceda, un escrutinio estricto para confirmar la rigurosa necesidad de la 

medida-o uno ordinario -para confirmar su instrumentalidad- . En ese sentido, el primer 

análisis debe realizarse con cautela, pues es común que diversas situaciones que se estiman 

incomparables por provenir de situaciones de hecho distintas, en realidad conllevan diferencias de 

trato que, más allá de no ser análogas, en realidad se estiman razonables. En efecto, esta primera 

etapa pretende excluir casos donde no pueda hablarse de discriminación, al no existir un 

tratamiento diferenciado. 

Concluyendo jurídicamente lo previo, nuevamente se citan con estrecha relación las afirmaciones por 

parte del Comité (CEDAW),9 en cuanto a que afirman una profunda preocupación internacional 

debido a: 

a) La existencia (en México) de discriminación por razón racial y por razón de género en los 

partidos políticos , que sigue menoscabando la capacidad de las mujeres de presentarse como 

candidatas en elecciones estatales o municipales ; 



En la misma línea de razonamientos, es inconcuso que frente a las elecciones de candidatos a cargos 

de elección popular de cuerpos colegiados como lo son los propios a regidores y síndicos, así como 

concejales, las mujeres sufren en su perjuicio discriminación al no encontrarse garantizada 

jurídicamente su participación para contender en dichos rubros sin justificación alguna, tal como se 

acredita con la interpretación literal de la norma siguiente, en la cual únicamente obliga a los partidos 

políticos y no así prima facie a la autoridad electoral a respetar el principio de paridad de género 

tratándose únicamente de la conformación del poder legislativo, pero nada dice de cuerpos colegiados 

administrativos como los ya multicitados: 

Artículo 232 

(...) 

3. Los partidos políticos promoverán y garantizarán la paridad entre los géneros, en la postulación 

de candidatos a los cargos de elección popular para la integración del Congreso de la Unión, los 

Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

Y en atención a la solución de dicha omisión legislativa que repercute directamente en su esfera 

jurídica, se propone la siguiente modificación a los artículos 26 y 232 de la LEGIPE: 





 

A.2 En cuanto a los cargos de elección popular de los cuerpos legislativos de las entidades 

federativas 

Sobre este apartado, se tienen por reproducidos los argumentos que explican la lógica o razonamiento 

a seguir para determinar que existe o no discriminación expuesta en el inmediato previo. 

Previo a la exposición de la problemática presente, debe precisarse que en 2014 fue aprobada una 

reforma de carácter constitucional, misma que impactó el artículo 41 exigiendo únicamente a los 

partidos políticos, regirse por el principio de paridad de género en la formulación de candidaturas a 

legisladores federales y locales: 

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, 

contribuir a la integración de los órganos de representación política y como organizaciones de 

ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 

programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, 

así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candida turas a legisladores 

federales y locales. Sólo los ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e 

individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas la intervención de organizaciones gremiales o 

con objeto social diferente en la creación de partidos y cualquier forma de afiliación corporativa. 

La LEGIPE, como se advierte, es la ley encargada de materializar dicha exigencia constitucional, y a 

través de la interpretación armónica de sus distintas disposiciones en cuanto al principio de paridad 

aplicable a la elección del poder legislativo en general, nos permitimos concluir que aquella tutela 

únicamente a los aspirantes a diputaciones federales y no así locales. Ello deriva de los razonamientos 

a continuación expuestos de manera particular con cada artículo de la LEGIPE analizado: 

1. En cuanto al artículo 233. 



a. El artículo en cita, si bien refiere que las candidaturas a diputados presentadas por partidos 

políticos deberán integrarse salvaguardando la paridad de género, exige que sea únicamente 

tratándose de aquellas que se presenten ante el Instituto. 

Título Segundo 

De los Actos Preparatorios de la Elección Federal 

Artículo 233. 

1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputados como de 

senadores que presenten los partidos políticos o las coaliciones ante el instituto deberán integrarse 

salvaguardando la paridad entre los géneros mandatada en la Constitución y en esta Ley. 

Ahora bien, por Instituto, la misma LEGIPE prevé en su articulado de glosario que: 

Artículo 3. 

1. Para los efectos de esta Ley se entiende por: (... ) 

g) Instituto: El Instituto Nacional Electoral; 

(... ) 

Por lo anterior, es inconcuso que las candidaturas a diputados se trata únicamente de las federales, 

puesto que son las que de manera exclusiva pueden registrarse ante el Instituto Nacional Electoral 

(INE). Las candidaturas locales deben registrarse, lógicamente, ante el Organismo Público Local 

(OPLE), y para que el principio de paridad sea extensivo a dicho ámbito de competencia, la norma 

debe realizar la precisión consistente en que es aplicable el multicitado principio tratándose también 

de candidaturas registradas ante el OPLE. 

A manera de refuerzo, los artículos 232 y hacen la diferenciación competencial, en cuanto a: 

Artículo 232. 

(...) 

4. El instituto y los organismos públicos locales, en el ámbito de sus competencias, tendrán 

facultades para rechazar el registro10 del número de candidaturas de un género que exceda la 

paridad, fijando al partido un plazo improrrogable para la sustitución de las mismas. En caso de 

que no sean sustituidas no se aceptarán dichos registros. 

(...) 

Artículo 235. 

1. Hecho el cierre del registro de candidaturas, si un partido político o coalición no cumple con lo 

establecido en los artículos 233 y 234, el Consejo General 11 le requerirá en primera instancia para 

que en el plazo de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación, rectifique la solicitud 



de registro de candidaturas y le apercibirá de que, en caso de no hacerlo, le hará una amonestación 

pública. 

2. Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, el partido político o coalición que no 

realice la sustitución de candidatos, será acreedor a una amonestación pública y el Consejo General 

le requerirá, de nueva cuenta, para que en un plazo de veinticuatro horas, contadas a partir de la 

notificación, haga la corrección. En caso de reincidencia se sancionará con la negativa del registro 

de las candidaturas correspondientes. 

Como se advierte, en el artículo 232 se prevé que el INE podrá rechazar registro de candidaturas, 

realizando la diferenciación de que el Organismo Público Local también podrá hacerlo en el ámbito 

de su competencia, por lo que es indiscutible, reiteramos, que al referir el artículo 233 que la fórmula 

de candidatos a diputados deberá respetar el principio de paridad de género, esta fórmula es 

únicamente de la federal y no de la local, pues la primera es la única que puede presentarse ante el 

Instituto, a diferencia de la local que logicamente corresponde al OPLE. 

Además, el artículo 235 al pronunciarse sobre las sanciones por inobservancia del multicitado 

principio, hace alusión únicamente al Consejo General, que en términos del articulado de glosario: 

Artículo 3. 

1. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

(...) 

e) Consejo General: El Consejo General del Instituto; 

Respecto esto último, se reafirma que la sanción expresada en dicha norma es únicamente aplicable 

tratándose de violaciones en el ámbito federal, no así en el local que en su caso sería competencia del 

Consejo General pero del OPLE, no del INE. 

Así, al no atribuir expresamente el OPLE dicha facultad de sanción no existiría consecuencia alguna 

para el partido político que en el ámbito local incumpliera en los términos señalados por la norma, 

toda vez que la aplicación de sanciones por analogía es prohibida. 

Además, si bien el artículo 232 prevé en su numeral 3 la obligación de que los partidos políticos 

garanticen la paridad entre los géneros en la postulación de candidatos a los cargos de elección 

popular para la integración de los poderes legislativos de las entidades federativas, el numeral 4 del 

mismo artículo establece que los OPLE tendrán facultades para rechazar candidaturas cuyo número 

sea contrario a la paridad de género y no así el deber u obligación de, lo cual es sumamente peligroso 

ya que permite la discrecionalidad del OPLE en la aplicación de la sanción; no es una consecuencia 

reglada, directa o necesaria, sino contingente atendiendo a los razonamientos particulares del 

aplicador de la norma si sanciona, lo cual permite arbitrariedad y no asegura una sanción al 

incumplimiento de obligaciones de los partidos políticos en materia de paridad de género. 

En cuanto al INE no existe problema, pues norma diversa prevé la sanción específica al no cumplirse 

la regla de paridad de género, lo que obliga a la autoridad federal a sancionar de manera indiscutible, 

pero atendiendo a la laguna legal existente sobre el orden local, entonces respecto de este sí tiene 

relevancia jurídica el juego de palabras expuesto. 



Como se afirmó anteriormente, la solución competencial sería reconocer expresamente en la norma 

la facultad del OPLE para sancionar en los mismos términos que el INE, lo cual reafirmaría también 

la tutela del género femenino a nivel tanto federal como local, además de eliminar que la sanción sea 

propiamente una facultad discrecional, sino una consecuencia lógica, inmediata y necesariaante el 

incumplimiento de reglas de paridad de género. 

A modo de conclusión, es claro que tratándose de la estructuración de fórmulas de candidatos a cargos 

de elección popular de cuerpos legislativos locales las mujeres sufren en su perjuicio discriminación 

al no encontrarse garantizada jurídicamente su participación para contender en dichos rubros sin 

justificación alguna, y aunque no fuera ella la intención del legislador que propuso tal redacción, lo 

cierto es que objetivamente incumplió al no haber precisado suficientemente los alcances normativos 

que descarten cualquier riesgo al aplicador de la norma de incurrir en el fenómeno en mención. 

En complementariedad, nuestros máximos tribunales han concluido al respecto que:12 

Discriminación. Obligación del legislador de no usar palabras que generen ese efecto. 

En atención a los principios de igualdad y no discriminación, así como al del legislador racional, el 

creador de la norma tiene el deber de cuidar (en la medida de lo posible) el contenido de la 

terminología empleada en la formulación de leyes, de manera que las palabras y oraciones 

utilizadas no conduzcan a una desigualdad o discriminación con base en alguna categoría 

sospechosa . Es decir, el deber de cuidado a cargo del legislador impone velar por el contenido de las 

normas jurídicas que formula, sin que esa obligación llegue al extremo de que, en el ejercicio de la 

facultad legislativa, únicamente deban utilizarse términos, palabras o conceptos neutros (palabras o 

voces que dan una idea de generalidad sin distinción de género o sexo), pues el verdadero alcance de 

ese deber exige que la utilización de las palabras empleadas en un contexto determinado no conduzca 

ni genere imprecisiones las cuales, eventualmente, se traduzcan en interpretaciones discriminatorias. 

Así, para formular una norma jurídica no es necesario utilizar palabras neutras, sino basta con usar 

términos o fórmulas que generen una idea de inclusión de los sujetos a quienes se refiere la norma y 

la terminología empleada no genere algún tipo de interpretación discriminatoria. 

Es en atención a ello, que se pretenden reformar los artículos 232, 233 y 235 de la LEGIPE como 

sigue: 





 

Las propuestas de modificación expuestas, tanto para hacer extensivo el principio de paridad de 

género al ámbito del procedimiento de formulación de candidatos a elección popular tratándose de 

cuerpos colegiados en el ámbito administrativo, así como a los cuerpos legislativos de carácter local, 

atenderían las preocupaciones y exhortos realizados por el Comité en la materia además de cumplir 

con los requisitos de paridad previstos en el artículo 41 constitucional, mismos que se tienen aquí por 

reproducidos al ya haberse citado en fojas previas y en obvio de repeticiones innecesarias. 

Es por lo anteriormente expuesto, con la finalidad de lograr resultados palpables que funjan como 

catalizador del combate a la violencia de género en todas sus vertientes; que no permitamos la 

existencia de una víctima política por razón de género más; que generemos un entorno social que 

materialice, a través de la erradicación de la violencia contra la mujer, los objetivos de igualdad, 

desarrollo y paz nacional, volviendo esta nociva atmósfera algo intolerable ante el ojo de cualquier 

mexicano como circunstancia indispensable para el disfrute de otros derechos fundamentales, que 



sometemos a la consideración de esta honorable Comisión Permanente la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales en materia de paridad de género en candidaturas a cargos de 

elección popular 

Único. Se reforman los artículos 26, 232, 233 y 235 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales para quedar como sigue: 

Artículo 26. 

1. Los poderes Ejecutivo y Legislativo de los estados de la República y de la Ciudad de México, se 

integrarán y organizarán conforme lo determina la Constitución, las constituciones de cada estado, 

así como la Constitución Política de la Ciudad de México y las leyes respectivas. 

2. Los municipios serán gobernados por un Ayuntamiento de elección popular directa, conformado 

por un Presidente Municipal y el número de integrantes que determine la Constitución y la ley de 

cada entidad, así como los órganos político-administrativos, según la legislación aplicable en la 

Ciudad de México. 

El número de concejales, regidores y síndicos que la ley determine deberá conformarse 

respetando el principio de paridad de género, y las fórmulas de candidatos deberán considerar 

suplentes del mismo género que el candidato propietario. 

3. Los pueblos y comunidades indígenas tienen derecho a elegir, en los municipios con población 

indígena, representantes ante los Ayuntamientos. Las constituciones y leyes de las entidades 

federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer 

la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas, 

garantizando el principio de paridad de género. 

(...) 

Artículo 232. 

(... ) 

2. Las candidaturas a diputados tanto locales como federales y a senadores a elegirse por el principio 

de mayoría relativa y por el principio de representación proporcional, así como las de senadores por 

el principio de mayoría relativa y por el de representación proporcional, se registrarán por fórmulas 

de candidatos compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo género, y serán 

consideradas, fórmulas y candidatos, separadamente, salvo para efectos de la votación. 

3. Los partidos políticos promoverán y garantizarán la paridad entre los géneros, en la postulación de 

candidatos a los cargos de elección popular para la integración de planillas de regidores, síndicos y 

concejales, Congreso de la Unión, los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal. 

4. El Instituto y los Organismos Públicos Locales, en el ámbito de sus competencias, deberán rechazar 

el registro del número de candidaturas de un género que exceda la paridad, fijando al partido un plazo 



improrrogable para la sustitución de las mismas. En caso de que no sean sustituidas no se aceptarán 

dichos registros. 

(... ) 

Artículo 233. 

1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputados locales, federales, 

senadores, concejales, regidores y síndicos que presenten los partidos políticos o las coaliciones ante 

el Instituto y Organismos Públicos Locales, deberán integrarse salvaguardando la paridad entre los 

géneros mandatada en la Constitución y en esta Ley. 

Artículo 235. 

1. Hecho el cierre del registro de candidaturas, si un partido político o coalición no cumple con lo 

establecido en los artículos 233 y 234, el Consejo General del Instituto o del Organismo Público 

Local, en el ámbito de sus competencias, le requerirá en primera instancia para que en el plazo de 

cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación, rectifique la solicitud de registro de 

candidaturas y le apercibirá de que, en caso de no hacerlo, le hará una amonestación pública. 

2. Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, el partido político o coalición que no 

realice la sustitución de candidatos, será acreedor a una amonestación pública y el Consejo General 

del Instituto o del Organismo Público Local, en el ámbito de sus competencias, le requerirá, de nueva 

cuenta, para que en un plazo de veinticuatro horas, contadas a partir de la notificación, haga la 

corrección. En caso de reincidencia se sancionará con la negativa del registro de las candidaturas 

correspondientes. 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
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